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1.- VISTOS 

Procedente del Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.), arribó a esta sede la presente actuación, debido a que el titular de ese despacho no está de acuerdo con la remisión que se le hiciera por parte del  Juzgado Tercero de de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, para que desatara el recurso de apelación interpuesto por la sentenciada contra la providencia mediante la cual el pasado veintitrés (23) de diciembre de 2008 se le revocó a la señora NEYRI MARCELA CAÑAS CAÑAS la prisión domiciliaria que venía disfrutando.

En criterio del señor Juez Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.), la competencia para conocer de la segunda instancia recae en esta Sala, conclusión a la que llega luego de analizar el contenido de una decisión de la Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema de Justicia del dos (2) de diciembre de 2008, radicación 30736 -sic-, M.P. Dr. Jorge Luis Quintero Milanés, en la que se concluye que la competencia para conocer en segunda instancia las decisiones relacionadas con mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad, es del despacho judicial que emitió el fallo condenatorio en primero o segundo grados, tal como lo señala el artículo 478 de la Ley 906 de 2004 en eventos como el presente, en el que se trata de la revocatoria de la prisión domiciliaria.

Por dicha razón, remitió las diligencias al Tribunal para efectos de que se resuelva la apelación surtida.

2.- CONSIDERACIONES

En ocasiones pretéritas, con sustento jurisprudencial, esta Sala se ocupó de desatar recursos de esta índole, de conformidad con la competencia general establecida en el artículo 34.6 de la Ley 906 de 2004
, aplicable al presente asunto. Nos referimos a la decisión adoptada el trece (13) de junio de 2007, radicación 27612, M.P. Dr. Álvaro Orlando Pérez Pinzón en la cual se puntualizó:

“La controversia se dirime por el principio de especialidad de la norma procesal, a la que auxilia el criterio del precepto posterior, porque el artículo 478 ejusdem que se revisa hace parte del Libro IV,  que  desarrolla única y específicamente la temática de la ejecución de la sentencia.  

Adicionalmente, la norma examinada  en concreto escinde de la multiplicidad de materias de las que conocen los jueces de ejecución de  penas -redención de penas, acumulación jurídica de penas, aplicación de penas accesorias, libertad vigilada, extinción de la condena, entre otras- aquellas que deciden sobre los mecanismos sustitutivos privativos de la libertad; lo que devela que por excepción y especialidad, estos temas son del conocimiento del juez que profirió la condena. […]
La pena y su régimen de ejecución y vigilancia no son ajenos a este principio, el cual comprende, también, al juez natural de estos asuntos, con fundamento en la preceptiva superior (artículo 29, Inc.3°). Entonces, a menos que se trate de un supuesto de hecho que obligue a aplicar la excepción de legalidad del artículo 6°, no podrá invocarse ley procesal distinta a la vigente al tiempo de la actuación procesal.

Conclusión: respecto de las decisiones que adoptan los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad en relación con  mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad, el competente, por  mandato expreso, concreto y posterior de la Ley 906 de 2004, es el juez que profirió la condena en primera o única instancia, siempre y cuando la actuación se haya iniciado y adelantando, en su integridad,  con el nuevo sistema de enjuiciamiento criminal.”

Para ese momento, todavía se consideraba que la prisión domiciliaria ya fuera su concesión o revocatoria, eran asuntos que excedían la competencia allí atribuida para que su conocimiento en segunda instancia correspondiera al juez que dictó el fallo en primera o en única instancia.

Sin embargo, el entendimiento dado por nuestro máximo órgano de cierre a este respecto, fue variado tal como se puede apreciar en la decisión del dos (02) de diciembre pasado, radicado 30763 -la que curiosamente sirve de fundamento al señor Juez Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.) para sustentar su tesis- en la que la Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema de Justicia sentó una nueva posición en el sentido de indicar que a partir de lo decantado en la sentencia de casación del 26 de junio de 2008, radicación 22453, se concluyó que la prisión domiciliaria y sus figuras conexas, eran institutos cuya segunda instancia debía ser conocida por quien dictó el fallo, determinación en la que explícitamente se mostró cómo se recogía la postura anterior existente al respecto. Mírese lo que sobre ese particular, se dijo:

“En tales condiciones,  necesariamente la pacífica jurisprudencia que había sentado la Sala respecto de la definiciones de competencia consistente en que el recurso de apelación interpuesto contra la decisión que dictaba el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, por razón de la negativa de conceder la prisión domiciliaria, lo conocía el funcionario de segunda instancia de quien dictó el fallo de primera, puesto que dicho instituto no era un mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad, tiene que recogerse por las razones expuestas en precedencia.”

Lo que se acaba de plasmar, indica sin lugar a duda que en lo que hace con la prisión domiciliaria, se abandonó la posición anterior que hacía recaer en el superior funcional de quien dictó el fallo condenatorio la facultad de conocer la segunda instancia respecto de los pronunciamientos hechos por el juez ejecutor de la pena.

A ello se agrega, que el manejo de ese instituto tiene que ser integral, es decir, atañe a todo lo concerniente con él, llámese concesión, negación, modificación o revocatoria, pues no se estima apropiado escindir, desligar o desmembrar alguna de estas modalidades referidas al sustituto en comento, para hacer recaer la competencia en su revisión en dos funcionarios diferentes, como decir, por ejemplo, que en lo atinente a su concesión y negación se le asigna la competencia funcional al juez de conocimiento que profirió el fallo, en tanto lo referido con la revocatoria -como es el caso que se analiza-, estaría en cabeza de los Tribunales. Esa distinción, que es la que parece patrocinar la decisión del a quo, no tiene consistencia lógica ni jurídica y por lo mismo debemos inadmitirla.  
En esas condiciones, no queda alternativa distinta que devolver la actuación al señor Juez Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.), funcionario competente para desatar la alzada propuesta dada su condición de despacho que profirió la sentencia condenatoria en contra de la señora CAÑAS CAÑAS.

3.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  SE ABSTIENE de conocer del recurso de apelación interpuesto contra la providencia adoptada por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio de la cual revocó la prisión domiciliaria y, en consecuencia, dispone la remisión inmediata de la actuación al Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.), para lo de su cargo.

CÓPIESE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


   FRANCO RENGIFO MATTA
LEONEL ROGELES MORENO
� Art. 34.6. Las Salas Penales de los tribunales superiores de distrito judicial conocen: 6. Del recurso de apelación interpuesto contra la decisión del juez de ejecución de penas.
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